Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 47 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado se complace en recibir en 
la tarde de hoy a una delegación del SUNCA, a fin de conversar sobre el proyecto de ley relativo al 
Trabajo de Peones Prácticos y Obreros no Especializados, que está siendo considerado en este 
ámbito. 


Cabe acotar que ya hemos recibido más de una opinión sobre la iniciativa y nos pareció 
importante escuchar también el punto de vista del Sindicato que representa a los obreros de la 
construcción. Esta sería, en principio, la última consulta a realizar acerca del proyecto de ley, 
considerando que estaríamos prontos para comenzar a resolver sobre el mismo. 


Los integrantes de la delegación ya conocen la iniciativa y probablemente también estarán 
informados sobre algunos de los cuestionamientos realizados por otras instituciones y organismos que 
fueron consultados en su oportunidad. 


A partir de este momento, les damos la palabra para que puedan expresar su opinión sobre 
el tema que nos ocupa; seguramente, después entablaremos un diálogo conformado por preguntas y 
respuestas. 


SEÑOR ANDRADE.- Queremos hacer tres o cuatro referencias generales. 


Partimos de un total convencimiento sobre dos aspectos. Uno de ellos es la importancia 
central que la industria de la construcción tiene en cualquier proyecto de país a largo aliento. Se podría 
sostener, incluso, que no hay desarrollo pleno de un país productivo si no existe una industria de la 
construcción que lo impulse, y viceversa, o sea que el desarrollo de la industria de la construcción 
solamente se encuadra en el marco de una transformación productiva que vaya mejorando las 
condiciones del país. 


A su vez, como Sindicato, sostenemos que la industria de la construcción requiere de 
transformaciones muy profundas, muchas de las cuales están en curso, pues en las actuales 
circunstancias el proceso de construcción está apoyado en componentes de desregulación muy 
fuertes. 


A pesar de algunos elementos muy positivos, como el hecho de sostener negociación 
colectiva de manera continua desde 1985, haber extendido su alcance a áreas tan importantes como la 
social y la capacitación profesional, y haber coincidido en una tripartita de Seguridad e Higiene durante 
más de 20 años de funcionamiento continuo, las cifras de la industria de la construcción no dan lugar a 
dos apreciaciones acerca de que las condiciones en las que se trabaja son de mucha precariedad, al 
igual que las condiciones de vida de la inmensa mayoría de sus trabajadores. Desde nuestro punto de 
vista, esto tiene que ver con la forma en que se organiza el trabajo y en que el Estado se involucra con 
la industria de la construcción. Toda medida de largo aliento debería contener una definición acerca de 
cómo el Estado se involucra con la industria de la construcción, donde tiene que desempeñar un doble 
papel, en tanto en términos históricos, poco más de un tercio de la inversión total en esta rama ha sido 
del sector público y, además, debido a su importancia en la preservación de las mejores condiciones 
para la sociedad. 


Queremos citar tres o cuatro cifras que sustentan la opinión del Sindicato en cuanto a la 
necesidad del proyecto. El año anterior -y es una lógica que se da permanentemente- trabajaron en el 
sector 92.000 trabajadores que aportaron a la Seguridad Social, de los cuales más de 60.000 -es decir, 
dos tercios- no pasaron los seis meses de trabajo. Tengamos en cuenta que más del 90% de los 
trabajadores de la construcción tiene contrato eventual con las empresas, en tanto el porcentaje que 
tiene contrato permanente es el menor. Esta es la condición principal que provoca que, en términos 


históricos -según datos del Instituto Nacional de Estadística- el sector de la construcción tenga ubicado 
un 35% de sus trabajadores en el primer decil de ingresos y el 20% en el segundo. En general, el 
porcentaje de trabajadores de la construcción en situación de pobreza dobla al porcentaje total. Este 
factor tiene que ver con las formas de contratación en la construcción y genera un conjunto de 
aspectos negativos. Uno de ellos radica en que la inmensa mayoría de los trabajadores de la 
construcción busca trabajo sin establecer condición, factor que estimula fuertemente la ilegalidad y los 
niveles de accidentalidad. Otro componente esencialmente negativo es que la falta de continuidad en el 
trabajo de la construcción hace que sea el sector de menor densidad de cotización, tal como lo indican 
los últimos estudios del Banco de Previsión Social, más allá de que se ha pedido uno nuevo a 
propósito de la reforma del Seguro de Paro, que entendemos que no arrojará modificaciones 
sustanciales. Esto quiere decir que el promedio de densidad de cotización del trabajador de la 
construcción es de un 50% y allí hay, al menos, tres quintiles que no llegan a la condición de jubilarse. 


A nuestro juicio, el proyecto de ley tiene una arista bien importante en el hecho de pensar en 
formas de continuidad del trabajo en la construcción y de vincular la circunstancia de desempleo local 
con la inversión pública. En tal sentido, siempre hemos sostenido que la inversión pública tiene que 
estar orientada, principalmente, a promover el desarrollo local y el bien social, como la vivienda o la 
infraestructura, con un componente muy fuerte de inclusión social. Ustedes saben que la industria de 
la construcción es el sector que menos requisitos tiene para el ingreso y, además, repito, tiene un 
fuerte componente de inclusión social. 


Acompañamos el proyecto de ley porque vincula el desarrollo local con ámbitos tripartitos. 
Somos defensores a ultranza de los ámbitos tripartitos y de la negociación, así como de que el Estado 
promueva dichos ámbitos; creemos que es bueno que exista participación social de las gremiales 
empresariales, del sindicato y de los Ediles, para definir criterios relacionados con el vínculo entre el 
desarrollo local y la inversión pública. A su vez, entendemos importante que se planteen porcentajes de 
ingresos, pues tienen un factor de inclusión social, como es el tema del patronato y del plan de 
emergencia. 


Consideramos que se trata de un proyecto que puede generar condiciones adecuadas para 
complementarse con otros esfuerzos que el sector ha desarrollado. A modo de ejemplo, puedo decir 
que trabajamos en el marco del compromiso nacional para tratar de alcanzar este año los mil cursos de 
formación y capacitación profesional, en un esfuerzo conjunto con las cuatro gremiales empresariales 
del sector. Desde nuestro punto de vista, no tendría sentido realizar un esfuerzo financiero de esas 
características -que es compartido en lo que respecta al desarrollo de cursos de capacitación y 
formación profesional- si no se contemplara la posibilidad de que la inversión pública lo tuviera en 
cuenta. 


Cuando se instaló la planta de Botnia, en forma conjunta fuimos a levantar una reivindicación 
que planteaba, en un primer escenario, que la mayor cantidad de mano de obra debía ser local y, en un 
segundo escenario, la necesidad de brindar capacitación para que la mano de obra calificada pudiera 
llegar a tiempo para las tareas de montaje electromecánico, sobre todo en lo relativo a soldaduras y 
demás. Entendemos que cuando se va a realizar una inversión no sólo se tiene que pensar en lo que 
se va a construir, sino también en qué tipo de relaciones sociales se fomentan. 


Puedo decir que defendemos el proyecto de ley por varios motivos, y uno de ellos es que se 
trata de un sector que sufre múltiples discriminaciones, sobre lo que puedo mencionar uno de los 
ejemplos más notorios en la industria de la construcción, que los señores Senadores deben compartir: 
el trabajador de la construcción que llega a los 50 años, tiene muchísimas más dificultades para 
acceder a un empleo que un trabajador más joven. Para este problema debería haber alguna forma de 
democratizar las condiciones del ingreso al trabajo. 


Basándonos en los últimos estudios sobre densidad de cotización, podemos decir que habrá 
60.000 ó 70.000 trabajadores uruguayos que ni siquiera modificando y flexibilizando la ley de 
jubilaciones -que es un proyecto que se está discutiendo en el ámbito del diálogo de seguridad social- 
van a acceder a la jubilación. Considero que nos tiene que preocupar el hecho de generar mecanismos 
que busquen distintas formas de atender el trabajo con una mirada que no sea solamente la de la 


empresa; esta tiene que estar integrada, pero no puede ser la única determinante, cuando la inversión 
que se genera es de todos nosotros. 


En opinión del Sindicato, la mejor forma de que la inversión pública genere contribución a la 
atención social, contribución y estímulos a la formación profesional, a la capacitación, al diálogo social 
y a la inclusión, que sea la forma más democrática a la hora de tomar las decisiones y tenga un 
impacto más favorable, tiene que ver con que toda la sociedad lo discuta. Estamos convencidos de que 
eso hoy se discute y podemos mencionar una lista de ejemplos. No es cierto que cuando se instala una 
inversión en un departamento no se negocie quién ingresa a trabajar; eso sucede en todos los 
departamentos. No lo negocia la sociedad, el conjunto de los Ediles, el Sindicato, ni las cámaras 
empresariales en función de distintos criterios, y no se acuerdan criterios de capacitación y formación, 
pero es cierto que el ingreso en la obra pública es parte de una negociación. Creemos que no hay 

Intendencia en el país que no discuta y negocie -incluso cuando se habla de inversión privada- para 
que se tome la mayor mano de obra local, sea del pelo que sea la Intendencia. Entonces, nos parece 
un criterio sensato generar ese mecanismo cuando hablamos de inversión pública. 


Otro aspecto para colocar en la discusión es el siguiente. Somos defensores de la negociación 
colectiva, pero resulta evidentemente que este proyecto de ley no es fruto de ese tipo de negociación, 
aunque consideramos que es un marco que la abre. En el pasado reciente se ha demostrado que 
algunas orientaciones que no logramos acordar en el sector, promovieron resultados favorables para el 
mismo. Si bien con las cámaras empresariales no habíamos logrado acordar un proyecto sobre 
libertades sindicales, en las Cámaras de Senadores y de Diputados fue aprobado un proyecto de ley 
sobre el tema. A partir de la existencia de la ley sobre libertades sindicales, ampliamos esa condición 
para el sector, lo que no hubiéramos podido hacer sin dicha aprobación. Ampliar tal condición significó, 
por ejemplo, que tomáramos medidas -acordadas en el Convenio Colectivo del año 2006- que 
posibilitaron el amparo en la tutela especial a todos los trabajadores de obras que estaban en la 
ilegalidad o en la informalidad. Eso lo acordamos luego de la promulgación de la ley de libertades 
sindicales y creo que ha sido uno de los factores que permitió que éste sea el sector que más ha 
avanzado en términos de legalidad, pues lo hizo en más de un 40%. Antes no había condiciones para 
acordar la ley de libertades sindicales a nivel de la construcción, porque todos conocemos que algunos 
movimientos se hacen en general y es muy difícil moverse particularmente. Evidentemente, el efecto 
que tuvo fue muy positivo; creo que ha sido una herramienta muy positiva para el sector y las 
relaciones laborales, aunque no tanto para el Sindicato, hablando en términos de la organización 
sindical. 


Estoy convencido de que en el largo aliento esto es positivo para el sector de la construcción, 
ya que permitirá el desarrollo de una densidad mayor de todas las gremiales -en tanto tienen 
representación en los Consejos de Empleo- logrará vincular el progreso local a la inversión pública, 
generará más eficacia en la inversión pública con relación a la inclusión e impacto social -que 
promueve- y, a su vez, nos ayudará a todos a involucrarnos más con el tema del trabajo. En definitiva, 
creo que tiene varios puntos positivos. 


Existen aspectos que comparto y que se pueden incorporar hasta en la reglamentación. Me 
refiero, por ejemplo, a incorporar la localidad en lugar del plano departamental. Este fue un punto 
conversado con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y creo que no es de fondo. 


La historia de la construcción de los últimos 50 años demuestra que todos los ámbitos de 
negociación colectiva -los hay de muchos tipos; creo que el nuestro es el sector con más densidad en 
negociación colectiva- han hecho esfuerzos para el consenso y para que los acuerdos tengan el mayor 
sustento posible. No creemos, entonces, que sea positivo que se introduzca una posibilidad de veto a 
los acuerdos. Si la sociedad concuerda en generar determinadas políticas, es necesario crear 
condiciones para que los espacios de negociación realmente se instalen en un sector que los necesita. 


El sector de la construcción necesita una eficacia diferente de la inversión pública, al impactar 
en toda la línea. Y no me refiero solamente a esta ley, pues es evidente que se trata de lograr que 
exista en el país un ámbito que considere toda la inversión, lo cual hoy no tenemos. Actualmente, no 
contamos con un solo ámbito que abarque a toda la inversión pública y que organice el proceso 


pensando en la innovación tecnológica, en la formación y capacitación profesional y en el desarrollo 
productivo. Ese tema también debe ser parte de la discusión. 


No nos quedan dudas de que una parte de esa discusión tiene que ver con lo que contiene el 
proyecto de ley aprobado en la Cámara de Representantes, que abre el camino que el sector de la 
construcción tiene como tradición histórica y que es el de mayor democracia: brindar más posibilidades 
de votar, en un proceso que tiene que ser al alza, pues en la construcción se desarrolla un concepto 
sistémico de competitividad o no se desarrolla. Creemos que esto va en esa dirección y que no es un 
esfuerzo único, ya que apunta en el mismo sentido que el Fondo de Cesantía, las iniciativas de 
capacitación y formación profesional del sector, las que tiene en términos de atención social, las 
medidas acordadas en el ámbito del compromiso nacional con respecto al combate a la ilegalidad, y 
también va en la dirección general de concebir la construcción sobre la base de una industria diferente. 


Creemos que es necesario que se apruebe este proyecto de ley, ya que abre un espacio para 
procesos de mayor calidad en el trabajo de la construcción y da un papel diferente al Estado en su 
articulación con la actividad privada, venciendo las formas clientelares que existieron, con vínculos muy 
fuertes durante mucho tiempo en el sector. Pensamos que el que sale favorecido es el sector, y no el 
Sindicato de la Construcción; la industria de la construcción y la democracia en sí se van a ver 
favorecidas y, en definitiva, terminaremos todos favorecidos en la aplicación de una iniciativa de estas 
características. 


SEÑOR RUIZ.- Quiero agregar algunos aspectos a los ya mencionados por mi compañero Óscar 
Andrade, relacionados con la propia situación del sector. 


Saludamos el hecho de estar en este ámbito, lo que nos da la posibilidad de trasladar todos 
estos aspectos desde nuestra organización. El encuentro que se produce en el día de hoy, así como el 
tratamiento de esta temática y del proyecto que nos ocupa no surge en este Período, sino que viene de 
instancias anteriores; luego del tratamiento y aprobación del proyecto de referencia en la Cámara de 
Representantes -en una instancia de similares características y en forma previa a lo que significó el 
período electoral- tuvimos coartada la posibilidad de que la iniciativa pasara a la Comisión de Asuntos 
Laborales del Senado para su aprobación, impidiendo que se cumpliera la demanda del conjunto de los 
trabajadores de la construcción y de la organización. 


Como señalé, quiero agregar algunos aspectos a las aclaraciones y fundamentos vertidos 
por mi compañero, así como mencionar el informe real, con datos precisos en cuanto a cuantificación 
en números, porcentajes y todos los elementos a los que nuestro gremio apunta con respecto a la 
fundamentación del proyecto de ley. 


Cabe señalar que somos integrantes de la Dirección de este gremio pero, a la vez, también 
somos trabajadores del interior, que es donde más se desnaturaliza la ley a la que hacemos mención, 
en cuanto a las formas, prácticas y metodologías con las que se ha actuado en cuanto a la omisión de 
la norma, independientemente de que ésta data de muchos años atrás en su cumplimiento, a lo que se 
agrega muchas veces la propia inoperancia en la forma de proceder. También quiero destacar que la 
pronta aprobación de este proyecto de ley es una demanda real, como lo señaló el compañero que me 
antecedió en el uso de la palabra. Y no se trata solamente de la visión de la organización, sino que su 
aprobación, tal como fue elaborado y aprobado en la Cámara de Representantes, también es una la 
demanda conceptual que se extiende a lo largo y ancho de todo el país, y particularmente en zonas del 
interior -donde se utiliza para la práctica de la normativa, de esos procedimientos, de hechos que 
puntualmente hacen a la política en el sentido operativo- donde se deja por el camino a muchos 
compañeros, sin permitirles participar y segregándolos en cuanto a su derecho al trabajo, incluido en la 
Constitución de la República. 


Queremos destacar que esta posibilidad de apertura hacia el trabajo no solamente refiere al 
trabajador del interior, sino que también permite a todos los trabajadores y a la comunidad en su 
conjunto, ver reivindicada su demanda, sus derechos y los de la sociedad en la que reside cada uno de 
ellos, formando la organización social de cada una de las ciudades o departamentos del 
interior. 


Por lo tanto, solicitamos el tratamiento y aprobación de este proyecto de ley, a los efectos de 
que realmente sirva para los fundamentos y reivindicaciones reales del gremio de la construcción y de 
los trabajadores en su conjunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación su presencia y veremos la forma de 
instrumentar una solución para este problema. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Único Nacional de la Construcción y Anexos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


- “Fiscalizadores de Accidentes de Trabajo del Banco de Seguros del Estado. 
Regularización. Solicitud de audiencia a fin de exponer su problemática. Asunto relacionado con la 
Carpeta a estudio de la Comisión N* 1030/2007. 


- Caja de Pensiones y Retiros Bancarios. Firmantes de la nota solicitan audiencia, a fin 
de exponer el impacto que dicha Caja enfrentaría de aprobarse el proyecto a estudio, de acuerdo a 
estudios realizados por los mismos”. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 12 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


